Sucesión / divisibilidad de los créditos del causante – legitimación 
Expte. N°: 4556-2006 MAROSCIA ALFREDO ANGEL C/ GALVAN RODOLFO RUFINO S/ OBLIGACION DAR CANT. COSAS, VALORES, ETC. 

------------------------------------------------------------------------------ 

N° Orden: 299 
Libro de Sentencia  Nº: 51 

  /NIN,  a  los 25  días del mes de Noviembre del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores  Jueces  de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil  y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO  ROSAS , en causa Nº 4556-2006  caratulada:  "MAROSCIA ALFREDO ANGEL C/ GALVAN RODOLFO RUFINO S/ OBLIGACION DAR CANT. COSAS, VALORES, ETC.",  a  fin  de dictar sentencia, en el siguiente  orden  de  votación, Doctores: Guardiola, Castro Durán y Rosas.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

               1a.-  ¿ Se ajusta a derecho la sentencia apelada ?

               2a.-  ¿  Qué  pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Doctor Guardiola dijo:


I.- En la sentencia dictada a fs. 189/191vta. se rechazó la demanda que por cobro de 2.688 quintales de soja o su equivalente en pesos entablaron Alfredo Angel y Juan Oscar Maroscia contra Rodolfo Rufino Galvan como heredero de María Eulogia Noseda y Alicia Elvira Cavo, y coherederos citados como terceros José Luis y Edgardo José Galvan y la reconvención deducida por la parte accionada; en ambos casos con costas a los perdidosos.


Apelaron el  Dr. Javier Orlando Chiponi -apoderado de los actores reconvenidos- y el  Dr. O. Alejandro Tallone - apoderado de Rodolfo Rufino y Edgardo José Galvan  ( fs.  198 y 200 );  expresando sus agravios a fs. 214/216 y 212/213 respectivamente.


Habiendo ejercido su derecho de réplica únicamente el Dr. Tallone a fs. 226/227 y firme que restó el llamado de autos para sentencia de fs. 229, las actuaciones están en condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC). 


En esa labor,  de inicio cabe desestimar el planteo de deserción recursiva formulado por el Dr. Tallone. Ello así por cuanto, más allá de la suerte adversa que adelanto ha de correr la impugnación de los actores, lo cierto es que mínimamente satisface las exigencias de una crítica concreta y razonada del fallo, particularmente en lo referido a la carga probatoria  del hecho determinante de su reclamo (art. 260 del CPCC).


En efecto, la sentenciante de grado al fundamentar su desestimación, analizando detenidamente la prueba testimonial aportada expresó que habiéndosele otorgado a los actores la "posesión" ( SIC cláusula cuarta del contrato de arrendamiento accidental de arrendamiento rural  que corre a fs. 10/11) del campo en el cual manifiestan haber sembrado soja , no han demostrado que concretamente  haya sido cosechada por el demandado.


Contra el peso de dicha carga se alza en la memoria, esgrimiento que ante el incumplimiento contractual correspondía al deudor demostrar el hecho eximente de su responsabilidad, que ha tenido un comportamiento diligente para evitarlo.


La equivocación en que se incurre es evidente. La acción por ellos intentada no versa sobre una prestación insatisfecha a cargo de las arrendadoras o sus sucesores.  La obligación contractual asumida por esa parte consistía sustancialmente en la entrega de la fracción locada, de  cuyo cumplimiento da cuenta la citada cláusula, resultando indiferente  que aluda a "posesión" - que sólo con una comprensión extensiva equivalente a relación real podría emplearse- cuando en rigor se trataba de tenencia (arts. 2351,2352,2462 CCivil). La prerrogativa de explotación del campo (con las limitaciones establecidas en las cláusulas quinta y sexta) era precisamente lo otorgado a los accionantes;  causa por la cual se percibía un cánon - estipulado en forma fija independiente de cualquier resultado, de 9 qq de soja por ha. - del cual quedaba pendiente el 50%,  debido por los arrendatarios al vencimiento del plazo (el de la cosecha  de fines de abril del 2000). En consecuencia, si los arrendatarios invocan un ilícito atribuible a la contraparte, consistente en la apropiación indebida  del cereal, en forma íntegra,  a través de su cosecha, es a ellos a quienes le corresponde demostrarlo (art. 375 del CPCC). Y como se valoró en la sentencia, en parcela exenta de toda crítica, de la prueba producida no quedó esclarecido dicho proceder, toda vez que nadie pudo precisar -más allá de los comentarios de los Maroscia- quien hizo la cosecha. Esa indemostración opera en un doble sentido: en cuanto a la improcedencia del reclamo de restitución de lo que no se probó sustraido y en cuanto al andamiaje de la reconvención, que se haya deducido hábilmente,  por cobro de la parte del cánon locativo impago, en tanto no media la circunstancia ajena invocada que los libere de su obligación (art. 513 CCivil).


Esto último nos introduce en el fundamento dado por la A-quo para el rechazo de la contrademanda: que Rodolfo Rufino Galván  como administrador del sucesorio para efectuar dicho reclamo  precisaba  el acuerdo de los coherederos o en su defecto autorización del juez (arts. 747 CPCC, 3410, 3451, 3462,3465 y conc. del CCivil).


Comparto algunos de los argumentos impugnativos que sobre tal criterio esgrime el Dr. Tallone.


Dice Jorge O. Azpiri ("Derecho sucesorio" p. 361) "...los créditos y las deudas no forman parte de la masa indivisa por cuanto se dividen de pleno derecho a partir del fallecimiento del causante....El principio general señalado encuentra su sustento en el art. 3485 del Cód. Civil que dice: "Los créditos divisibles que hacen parte del activo hereditario, se dividen entre los herederos en proporción de la la parte por la cual cada uno de ellos es llamado a la herencia". A su vez, el art. 3486 complementa ese enunciado: " Desde la muerte del autor de la sucesión, cada heredero está autorizado para exigir, hasta la concurrencia de su parte hereditaria, el pago de los créditos a favor de la sucesión". La razón de ser de esta forma de división se encuentra en la facilidad que existe para determinar la porción que le corresponde a cada heredero por cuanto para ello, es suficiente una simple operación matemática.... De acuerdo al ya citado art. 3486, cada heredero puede exigir al deudor que le pague la parte proporcional del crédito. Es claro que al estar el crédito dividido no puede un heredero demandar el pago de la totalidad de la deuda".


No menos claro es Guillermo A. Borda  ( Sucesiones To. I n° N° 511 p. 391 y N° 534 ap. a p. 409 ): "Desde el momento mismo de la muerte - y va de suyo sin necesidades esperar a la partición- cada heredero puede exigir el pago de las deudas de la sucesión hasta la concurrencia de su parte hereditaria (art. 3486). Si, por ejemplo, los herederos fueran tres del mismo grado, sólo podrán reclamar un tercio de la deuda".  "El administrador no puede cobrar los créditos (y mucho menos demandar su pago), porque ellos no forman parte de la masa que administra, sino que se dividen de pleno derecho entre los coherederos en el momento mismo de la muerte" 

 
Y Eduardo  A Zannoni (" Derecho de las sucesiones" To. 1 N° 515 p. 546/7 y N° 527 p. 556) "... a diferencia de lo que ocurre con los bienes indivisos, los créditos y las deudas divisibles son atribuidos desde la apertura de la sucesión como relaciones jurídicas singulares asumidas a título hereditario. Como consecuencia, es correcto afirmar que ni los créditos que forman parte del activo hereditario, ni las deudas que constituyen su pasivo, integran de suyo la adquisición a título universal cuando se dividen de pleno derecho entre los sucesores. No hay respecto de ellos, cuotas abstractas en la comunidad sino atribuciones concretas que identifican desde la muerte del causante a los sujetos activos o pasivos de la relación creditoria  u obligacional". "Pero ello plantea inmediatamente un interrogante ¿ cuando queda determinada la parte o porción que a cada coheredero corresponde? El principio, en la letra del Código Civil, es claro: desde la muerte del autor de la sucesión, cada heredero está autorizado para exigir, hasta la concurrencia de su parte hereditaria, el pago de los créditos en favor de la sucesión (art. 3486). Es decir que los créditos divisibles no integran la masa indivisa sujeta a gestión conjunta por los herederos (conf. art. 3451). De acuerdo con el principio romanista, cada coheredero es titular ut singuli de su parte en el crédito, juzgándose que lo ha recibido directamente del causante y que no ha estado sometido a la indivisión que genera la comunidad hereditaria. Es "en calidad de propietarios" - dice Vélez en la nota al art. 3486- que los herederos pueden reclamar el pago de su parte hereditaria en los créditos pertenecientes a la herencia. A esta alícuota o porción viril, como la denomina el Código Civil francés, recordado al respecto en la nota al art. 3400, se le aplican, es obvio, los principios de la divisibilidad de la obligación. Porción viril es una fracción cuyo denominador es igual al número de herederos:pro numero virorum. Es lógico concluir por tanto, que esa parte sólo habrá quedado determinada cuando los titulares de la vocación hereditaria hayan consolidado la adquisición aceptando la herencia, o cuando, de una forma u otra, ejerzan el derecho de opción que les acuerda el art. 3313. Mientras tanto existe una expectativa que se nutre en la condicionalidad con que se ha operado la adquisición que, sujeta a resolución por la renuncia (art. 3353), incide en la extensión del título del crédito divisible en cabeza de cada coheredero o, mejor aún, de cada cotitular de la vocación. Respecto de los deudores demandados por cada coheredero según su porción hereditaria, ha de convenirse, pues, en que están facultados para exigir que se determine el interés en que éste pretende encontrarse legitimado para accionar. Facultad, en suma, que se desprende de la divisibilidad de la obligación misma, según la cual si el deudor demandado hubiese pagado a un sólo acreedor la totalidad de la deuda no quedará exonerado de pagar la parte de cada acreedor (art. 675) Ello nos confronta a la exigibilidad que, en todo caso, implica la declaratoria de herederos como título necesario que debe obtener el coheredero demandante, para así poder acreditar ante el obligado la extensión de su derecho a la prestación debida".    

Bajo tales pautas, estando acreditado mediante el oficio de fs. 84 que por el fallecimiento de Alicia Elvira Cavo  la heredaran sus tres hijos, considero que el derecho a reclamo por el tercio de la deuda que efectuó uno de ellos Rodolfo Rufino Galván debe prosperar. En nada enerva esa conclusión el hecho de que no se hayan  determinado  vocaciones hereditaria respecto de la otra arrendadora María Eulogia Noseda, cotitular del crédito, toda vez que se estipuló ( cláusula tercera del contrato) la legitimación de cada una de ellas para ejercer derechos facultades y acciones contractuales en forma conjunta o indistinta.

No corresponde en cambio adoptar igual temperamento en relación a las partes de los otros sucesores, citados como terceros por los actores: Edgardo José Galvan no se presentó en autos Y José Luis Galván quien si lo hizo a fs.. 113/114, más allá de la tramitación dada a su presentación, no esgrimió reclamo alguno por derecho que a él le  corresponda (art. 330 y 163 inc. 6 CPCC).

Por lo dicho, considero debe confirmarse el rechazo de la demanda entablada y revocar la desestimación de la reconvención deducida por Rodolfo Rufino Galván, haciéndose lugar al reclamo contra los actores, condenándolos en forma concurrente al pago dentro de los diez días del tercio del cánon locativo pendiente ( 1/3 de 576qq de soja= 192 qq)  o su equivalente en dinero conforme previsión de la cláusula tercera del contrato. Con costas de ambas instancias tanto por la acción como por la reconvención a cargo de los Sres. Marsocia (arts. 68 y 274 del CPCC).

ASI LO VOTO  

Los Señores Jueces Doctores Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION el Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:

Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, corresponde:

     
I.-  CONFIRMAR el rechazo de la demanda entablada por los Sres. Alfredo Angel y Juan Oscar Maroscia.


II.- REVOCAR el rechazo de la reconvención deducida por Rodolfo Rufino Galván, haciéndose lugar  a su reclamo y condenando a los actores  en forma concurrente al pago dentro de los diez días de 192 ( ciento noventa y dos) qq. de soja   o su equivalente en dinero conforme previsión de la cláusula tercera del contrato.

        III.-  Con costas de ambas instancias tanto de la acción como de la reconvención a cargo de los actores reconvenidos vencidos (arts. 68 y 274 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).

ASI  VOTO.

Los Señores Jueces Dres.  Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

//NIN,
25
de Noviembre de 2010.-

AUTOS Y VISTOS:

Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso –artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, SE RESUELVE:


I.-  CONFIRMAR el rechazo de la demanda entablada por los Sres. Alfredo Angel y Juan Oscar Maroscia.


II.- REVOCAR el rechazo de la reconvención deducida por Rodolfo Rufino Galván, haciéndose lugar  a su reclamo y condenando a los actores  en forma concurrente al pago dentro de los diez días de 192 ( ciento noventa y dos) qq. de soja   o su equivalente en dinero conforme previsión de la cláusula tercera del contrato.

        III.-  Con costas de ambas instancias tanto de la acción como de la reconvención a cargo de los actores reconvenidos vencidos (arts. 68 y 274 del CPCC). Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad (arts. 31 y 51 de la ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

